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MINISTERIO DE DEFENSA

14821 ORDEN423/38741/1993, de 2 dejunio, por Ú1. que se dispone
el cumplimiento de la sentencia de la Sala de lo Canten­
cioE;o-Administrativo del1Hbunal Superior de Justicia de
CastiUa y León, defecha 30 de mayo de 1990. en el recurso
número 967/1986, interpuesto por donJosé de la Ossa Pérez..

De conformidad con lo establecido en la Ley reguladora de la Juris­
dicción Contencioso-Administratíva, de 27 de diciembre de 1956, y en uso
de las facultades que me confiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio
de Defensa, número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla
en sus propios términos estimatorios la expresada sentencia sobre ascenso
en la Escala Auxiliar.

Madrid, 2 de junio de 1993.-P. D., el Director general de Personal,
José de Llobet Collado.

Excmo. Sr. General Jefe del Mando de PersonaL Dirección de Gestión
de Personal Cuartel General del Ejercito.

MINISTERIO
DE ECONOMIA y HACIENDA

14822 ORDEN de 6 de mayo de 1993 por Ú1. que se dispone el
cumplimiento de la sentencia del Tribunal Supremo dic­
tada confecha 20 de noviembre de 1990 en el recUrso con­
tenciaso-administrativo número 779/1988 interpuesto con­
tra Resolución de 7 de octubre de 1988 por doña Ana María
Lucas González y 56 más.

En el recurso contencioso-administrativo número 779/1988 ante la Sala
Tercera del Tribunal Supremo, entre doña Ana María Lucas González y
56 más, como demandante, y la Administración General del Estado, como
demandada, contra Resolución de este Departamento de fecha 7 de octubre
de 1988 sobre responsabilidad del Estado, se ha dictado cOn fecha 20
de noviembre de 1990 sentencia, cuya parte 'dispositiva es como sigue:

.«Fallamos: Que en el recurso contencioso-administrativo interpuesto
por doña Ana María Lucas González y 56 más, titulares de oficinas de
farmacia de Murcia, contra la Administración General del Estado, debemos
declarar y declaramos: Primero: La desestimación de las causas de inad~

misibilidad opuestas por el Abogado del Estado. Segundo: La nulidad de
la Orden que el 7 de octubre de 1988 dictó el Ministro de Economía y
Hacienda, considerándose incompetente para conocer de la reclamación
de daños y perjuicios formulada por los aquí demandantes así como de
la denegación presunta por silencio administrativo del recurso de repo­
sición formulado contra dicha Orden. Tercero: El derecho de los deman­
dantes a ser indemnizados por la Administración General del Estado como
consecuencia de la aplicación de la Orden que el 10 de agosto firmó el
Ministro de la Presidencia, conteniendo el acuerdo que la Comisión Dele­
gada del Gobierno de Asuntos Económicos había adoptado en su reunión
del día 29 de julio del mismo año, Orden que nuestra sentencia de 4
de julio de 1987 anuló al mismo tiempo que la Resolución de la Dirección
General de Farmacia y Productos Sanitarios (Ministerio de Sanidad y Con­
sumo), que lleva la misma fecha, dictada para ejecución de la anterior.
En consecuencia, debemos condenar y condenamos a la Administración
General del Estado: Primero: A que pague a cada uno'de los demandantes
las cantidades que figuran en la súplica de la demanda. Segundo: Al pago
de las cantidades que resulten de aplicar a las definidas en el párrafo
anterior el 32,43 por 100. Tercero: Al abono de los intereses de demora
suLre J~s cantidades comprendidas en el apartado primero, inmediata­
mente anterior, eniI-;:: ~l ~Ha 24 de junio de 1988 y aquel que se notifique
esta sentencia, para cuyo cálculo se -utiUzará el tipo básico del Banco
de España, vigente en la fecha del devengo arriba mencionaciG, sjn perjuicio
de los que corran a partir de la misma. Asimismo, debemos desestimar
y desestimamos cuantas otras pretensiones se formulan en el escrito de

demanda, y todo ello sin hacer pronunciamiento alguno respecto del pago
de las costas procesales.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se cumpla
en sus propios términos la referida sentencia, publicándose el aludido
fallo en el .Boletín Oficial del Estado», todo ello en cumplimiento de lo
previsto en el artículo 105 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Con­
tencioso-Administrativa de fecha 27 de diciembre de 1956.

Lo que comunico a V. 1. para su conocimiento y demás efectos.
Madrid, 6 de mayo de 1993.-P. D., el Subsecretario de Economía y

Hacienda, Enrique Martínez Robles.

Ilmo. Sr. Subsecretario de Economía y Hacienda.

14823 ORDEN de 6 de mayo de 1993 por Ú1. que se dispone el
cumplimiento de la sentencia del Tribunal Supremo dic­
tada confecha 26 de noviembre de 1990 en el recurso con­
tencioso-administratívó número 796/1988 interpuesto con­
tra Resolución de 7 de octubre de 1988 por don Juan de
la Cruz Martínez Ruiz y 105 más.

En el recurso contencioso-administrativo número 796/1988 ante la Sala
Tercera del Tribunal Supremo, entre don Juan de la Cruz Martínez Ruiz
y 105 más, como demandante, y la Administración General del Estado,
como demandada, contra Resolución de este Departamento de fecha 7
de octubre de 1988 sobre responsabilidad del Estado, se ha dictado con
ieclia. 25 ::1f' noviembre de 1990 sentencia, cuya parte dispositiva es como

sigue:

.Fallamos: Que en el recurso contencioso-administrativo interpuesto
por don Juan de la Cruz Martínez y 105 más, titulares de oficinas de
farmacia de Cuenca, contra la Administración General del Estado, debemos
declarar y declaramos: Primero: La desestimación de las causas de inad­
misibilidad opuestas por el Abogado del Estado. Segundo: La nulidad de
la Orden que el 7 de octubre de 1988 dictó el Ministro de Economía y
Hacienda, considerándose incompetente para conocer de la reclamación
de daños y perjuicios formulada por los aquí demandantes así como de
la denegación presunta por silencio administrativo del recurso de repo­
sición formulado contra dicha Orden. Tercero: El derecho de los deman~

dantes a ser indemnizados por la Administración General del Estado como
consecUencia de la aplicación de la Orden que el 10 de agosto firmó el
Ministro de la Presidencia, conteniendo el acuerdo que la Comisión Dele­
gada del Gobierno de Asuntos Económicos había adoptado en su reunión
del día 29 de julio del mismo año, Orden que nuestra sentencia de 4
de julio de 1987 anuló al mismo tiempo qu~ la Resolución de la Dirección
General de Farmacia y Productos Sanitarios (Ministerio de Sanidad y Con­
sumo), que lleva la misma fecha, dictada para ejecución de la anterior.
En consecuencia, debemos condenar y condenamos a la Administración
General del Estado: Primero: A que pague a cada uno de los demandantes
las cantidades que figuran en la súplica de la demanda. Segundo: Al pago
de las cantidades que resulten de aplicar a las definidas en el párrafo
anterior el 32,43 por 100. Tercero: Al abono de los intereses de demora
sobre las cantidades comprendidas en el apartado primero, inmediata­
mente anterior, entre el día 24 de junio de 1988 y aquel en que se notifique
esta sentencia, para cuyo cálculo se utilizará el tipo básico del Banco
de España, vigente en la fecha del devengo arriba mencionado, sin peljuicio
de los que corran a partir de la misma. Asimismo, debemos desestimar
y desestimamos, cuantas otras pretensiones se formulan en el escrito de
demanda, y todo ello sin hacer pronunciamiento alguno respecto del pago
de las costas procesales.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se cumpla
en sus propios términos la referida sentencia, publicándose el aludido
fallo en el .Boletín Oficial del Estado», todo ello en cumplimiento de lo
previsto en el articulo 105 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Con­
tencioso-Administrativa de fecha 27 de diciembre de 1956.

Lo que comunico a V. 1. para su conocimiento y demás efectos.

Madrid, 6 de mayo de 1993.-P. D., el Subsecretario de Economía y
Hacienda, Enrique Martínez Robles.

Ilmo. Sr. &uh¡>c;:;r!'Jtario de Economía y Hacienda.


